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Cuotas de Género y Justicia Electoral en Colombia

En Colombia, las mujeres constituyen el 
51,65% del censo electoral1 (Registradu-
ría Nacional del Estado Civil, 2018) pero 
representan apenas el 20,43%2 del Con-
greso de la República. Este porcentaje es 
similar a la media de mujeres electas en el 
mundo en el año 2017, que fue de 23.5% 
en la Cámara de Representantes y 23.1% 
en el Senado (Peña y Ortega, 2018). Pese 
al notorio contraste, por sí solos, estos da-
tos no dicen mucho. De hecho, subsisten 
sectores que argumentan que la subrepre-
sentación se debe a la falta de interés de las 
mujeres en la política o, en el peor de los 
casos, a su incapacidad para desempeñar 
cargos decisorios en el Estado.

Sin embargo, desde hace años se ha cons-
truido un consenso alrededor de la idea 
de que las mujeres enfrentan una varie-
dad de obstáculos, diferentes y adicio-
nales a los que enfrentan los hombres, 
para acceder a puestos de poder (CIDH, 
2011). Quienes coinciden con esta visión 
promueven la adopción de acciones afir-
mativas, que buscan revertir la situación 
de desigualdad a través de medidas com-
pensatorias y redistributivas (Tula, 2015; 
Villanueva Flores y Torres, 2007).

Las cuotas de género han sido la acción 
afirmativa por excelencia implementada 
por los Estados para enfrentar la desigual-
dad entre los géneros en la política. Actual-

mente todos los países de América Latina, 
con excepción de Venezuela y Surinam, 
han establecido algún tipo de cuota de gé-
nero en sus procesos electorales (IDEA, 
s.f.)3. Aunque el número de mujeres le-
gisladoras en la región ha aumentado en 
los últimos años, la mayoría de literatura 
especializada concuerda en que los efectos 
de la cuota son heterogéneos, y dependen 
de múltiples factores (Jones, 2009; Jones, 
Alles, y Tchintian, 2012; Kang, 2013; Me-
jía Duque, Quintero Benavides, Ramírez 
Cardona, Rivera Murad, y Moore Torres, 
2016; Tula, 2015).

En específico, Tula (2015) propone tres 
mecanismos institucionales para evaluar 
los impactos de las cuotas: (i) los procedi-
mientos de selección de candidaturas, (ii) 
las configuraciones específicas de las cuo-
tas, y (iii) el sistema electoral del país en 
el que se implementan (p.15). En cuanto 
a los procedimientos de selección de can-
didatura se ha encontrado que los partidos 
políticos tienden a satisfacer las cuotas 
de forma burocrática, lo que garantiza el 
cumplimiento formal -más mujeres en las 
listas- pero no material -más mujeres ele-
gidas- de la medida (Tula, 2015; Zetter-
berg, P. y Bjarnegård, 2016). También se 
ha evidenciado una creciente tensión en-
tre los principios de democracia interna y 
equidad de género (Baldez, 2008). 

1 La última actualización de la Registraduría Nacional del Estado Civil (RNEC), con corte al 29 de enero de 2018, se-
ñala que el número de colombianos habilitados para votar es de 36.025.318 y el número de mujeres es de 18.606.307.
2 De acuerdo con los resultados de pre-conteo publicados por la RNEC, con corte al 15 de marzo de 2018, para las 
elecciones del 2018 en el Senado se eligieron 25 mujeres y en la Cámara 32. Estos datos incluyen cinco curules del 
Partido FARC (Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común), que son otorgadas por el CNE (Acto Legislativo 03, 
2017) pero no estrictamente alcanzadas a través de voto popular.
3 Los datos se recolectaron de la Gender Quota Database (IDEA Internacional, la Unión Interparlamentaria y la 
Universidad de Estocolmo) y corresponden a la actualización del 19 de marzo de 2018. 
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4 Batlle (2017) encontró que en las elecciones colombianas del 2014 las listas en que las mujeres se encontraban 
dentro de los primeros puestos fueron las de mayor éxito electoral femenino. Como señala la autora, la posición en 
la lista, aunque no tienen efectos prácticos en una lista abierta, sí da cuenta del prestigio y liderazgo de los candidatos 
dentro de los partidos.
5 De acuerdo con la clasificación de Nohlen (En Peña y Ortega, 2018).
6 Se trata del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la autoridad judicial electoral mexicana. 

Frente a las configuraciones específicas, mu-
chos estudios concuerdan en que las cuo-
tas de género son más efectivas cuando 
se establecen mandatos de posición, es 
decir, fórmulas para que los partidos ubi-
quen a las mujeres en posiciones con real 
potencial electoral (Baldez, 2008; Jones, 
2009; Tula, 2015). Esto es importante 
incluso en aquellos sistemas en que es 
predominante el uso de listas con voto 
preferente4. Otro factor influyente es el 
establecimiento de sanciones estrictas 
por el incumplimiento de la cuota (Jones, 
2009). La sanción más común es negar la 
inscripción de las listas, pero también hay 
casos como México en que se amonesta 
públicamente al partido (Peña Molina, 
2011) o Francia, en donde los partidos 
pierden el 50% de la financiación estatal 
si no cumplen un mínimo de 48% de can-
didatos de cada sexo (Murray, 2013).

Finalmente, sobre el sistema electoral, 
generalmente se sostiene que los sistemas 
de representación proporcional ofrecen 
mejores oportunidades para la elección 
de mujeres y minorías (Johnson-Myers, 
2017). También, que las cuotas de género 
tienen un mejor impacto en distritos mo-
derados y grandes5 -más de 6 escaños- (Jo-
nes et al., 2012) y cuando se utilizan lis-
tas cerradas con obligación de alternancia 
(Batlle, 2017; Jones, 2009; Mejía Duque 
et al., 2016; Tula, 2015).

A pesar de la enorme cantidad de litera-
tura sobre el tema, el impacto del Sistema 
de Justicia Electoral -en adelante SJE- en 
la efectividad de las cuotas de género no 
ha sido analizado de forma sistemática. 
Los estudios encontrados hacen énfasis en 
la importancia de la jurisprudencia de los 
Tribunales Electorales –especialmente del 
TEPJF6- para el desarrollo de las cuotas, 
pero no se refieren al diseño institucional 
del SJE. En Colombia no se encontraron 
análisis de ninguno de los dos tipos.

Este artículo pretende contribuir al avance 
en la investigación sobre las relaciones en-
tre Justicia Electoral y cuotas de género en 
Colombia. El documento inicia presentan-
do, de forma general, las discusiones sobre 
el vínculo entre Justicia Electoral y par-
ticipación política de la mujer. Continúa 
con un análisis del Sistema de Resolución 
de Conflictos Electorales colombiano y un 
balance de las principales decisiones de 
las autoridades judiciales y cuasi judiciales 
competentes en lo electoral, relacionadas 
con la aplicación e interpretación de las 
cuotas de género en Colombia. Finalmen-
te, se presentan algunas conclusiones.





JUSTICIA ELECTORAL7  Y CUOTAS DE GÉNERO: 
BREVE APROXIMACIÓN TEÓRICA 

2

7 En este documento se entiende el término Justicia Electoral en un sentido amplio, que comprende tanto la práctica 
de los jueces (la jurisprudencia) como los mecanismos institucionales establecidos para reclamar la vulneración de un 
derecho político-electoral. El diseño institucional se entenderá como Sistema de Justicia Electoral.
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2.1.  Activismo judicial y protección 
de las cuotas de género

La mayoría de los estudios que se ocupan 
de la relación entre SJE y cuotas de géne-
ro, analizan fallos electorales emblemáticos. 
Estos estudios jurisprudenciales destacan 
el activismo de los jueces electorales en el 
fortalecimiento de las cuotas de género. En 
países tan diversos como México, Costa 
Rica, Argentina (Piscopo, 2015), Nigeria 
(Kang, 2013) Algeria e Irak (UN WOMEN, 
2017) las Cortes Electorales han emitido 
sentencias que llenan vacíos jurídicos o san-
cionan a los partidos políticos que hacen 
interpretaciones amañadas de las cuotas. En 
ese sentido, estas decisiones mejoran el ac-
ceso de las mujeres a la vida pública.

México es una de las experiencias más 
sobresalientes de activismo judicial. Las 
juezas del TEPJF han sido determinantes 
para controlar la interpretación “creativa” 
que los partidos políticos mexicanos han 
hecho de la cuota. Esta actividad tan enér-
gica inició con el caso las “Juanitas”, en el 
que ocho mujeres elegidas en las eleccio-
nes a Congreso de 2009 solicitaron, sin 
motivación alguna, una licencia indefini-
da. La prensa descubrió que los partidos 
les pedían a esas mujeres hacerse reem-
plazar en el menor tiempo posible por sus 
suplentes, que eran hombres (Romero, 
2009). Desde entonces, se incrementaron 
las solicitudes al TEPFJ y sus distintas salas 
regionales sobre temas de cuotas de géne-
ro: hasta el 2010, se habían interpuesto 81 
asuntos  (Cazarín Martínez, 2011).

El Tribunal Electoral mexicano estableció 
por lo menos cinco sub-reglas que fortale-
cieron las cuotas de género en ese país: (i) 
precisó que la regla de alternancia funciona 
de forma sucesiva y no cada dos candidatos 
(Caso 661, SUP-JDC, 2009); (ii) extendió la 
aplicación de la cuota a las candidaturas en 
coalición; (iii) estableció que las fórmulas 
registradas debían integrarse con personas 
principales y suplentes del mismo género 
(Caso 12624, SUP-JDC, 2011), (iv) señaló 
que la búsqueda de la paridad es un criterio 
de necesidad e intervención mínima que 
permite que los Comités Electorales Mu-
nicipales modifiquen sus propios acuerdos 
(Caso 109, SUP-REC, 2013); y (v) confirmó 
la constitucionalidad de medidas de acción 
afirmativa que buscan incluir más mujeres 
en el Servicio Profesional Electoral (Caso 
1080, SUP-JUD, 2013), (Camacho Ortíz, 
2009; Cazarín Martínez, 2011; Luna Ramos, 
2015; Peña Molina, 2011). Sumado a lo an-
terior, en el año 2010 la presidenta del TEP-
JF, María del Carmen Alanís, refrendó con el 
PNUD y ONU Mujeres el protocolo por la 
igualdad de género en la Justicia Electoral.

Otro actor cuasi judicial importante ha sido 
la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH). En los informes de admi-
sibilidad No. 51-028 y 102-999  este órgano 
admitió casos contra Perú y Argentina, res-
pectivamente, por incumplir con el porcen-
taje mínimo de mujeres en las listas e inter-
pretar amañadamente la regla de alternancia. 
Ambos casos terminaron en solución amis-
tosa, pero son relevantes porque evidencian 
la estrecha relación entre cuotas de género y 

8 Se trata del caso Janet Espinoza Feria y otras vs. Perú del año 2002. 
9 Se trata del caso de María Merciadri de Morini vs Argentina del año 2001.
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derechos político-electorales de las mujeres. 
En consecuencia, no sólo el SIDH es compe-
tente para estudiar cualquier violación de las 
cuotas, sino que éstas son objeto del llamado 
control de convencionalidad.

El segundo propósito de estos estudios es 
mostrar las tensiones constitucionales que 
surgen con las cuotas de género. Algunos 
trabajos revisan sentencias e informes de 
Colombia (Corte Constitucional, Senten-
cia C-630, 2001), España (Tribunal Cons-
titucional Español, Decisión 12, 2008; Ro-
dríguez-Ruiz y Rubio-Marin, 2009), Italia 
(Corte Constitucional Italiana, Decisión 43, 
2003; Aquino de Souza, 2008), o la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos 
(Apreza, 2009; Villanueva Flores y Torres, 
2007) para evidenciar los debates neurál-
gicos que suscitan las cuotas en el campo 
de los derechos políticos -principalmente 
los derechos a la igualdad, autonomía de los 
partidos, sufragio activo y pasivo- y de la re-
presentación democrática.

Aunque no se señala de forma explícita, es-
tos estudios jurisprudenciales hacen eco de 
los debates sobre el activismo judicial pro-
gresista (Uprimny y García Villegas, 2016), 
pues las decisiones que se analizan declaran 
o confieren judicialmente determinados va-
lores y derechos a ciertos grupos sociales o, 
incluso, invaden las competencias de otros 
órganos del Estado con el fin de evitar la 
vulneración de un derecho (p. 77). 

2.2.	 Sistema de Justicia Electo-
ral y cuotas de género

El Sistema de Justicia Electoral es un con-
junto de mecanismos dispuestos para: ase-
gurar que cada acción, procedimiento y de-
cisión relacionada con el proceso electoral 
esté conforme a la ley; y proteger o restau-
rar el disfrute de los derechos electorales, 
otorgándoles a quienes los consideran vio-
lados la posibilidad de interponer una que-
ja, ser escuchados en audiencia y ser repara-
dos (Orozco-Henríquez, 2010). Este tema 
no ha sido estudiado, de forma sistemática, 
como un factor relevante en la defensa de 
los derechos políticos de las mujeres. 

De los trabajos revisados, el de ONU Mu-
jeres (2015) es el único que se acerca al 
problema. El informe analiza el Juicio para 
la protección de los derechos político-electorales 
del ciudadano (en adelante JDC)10, como 
uno de los medios de impugnación con 
más impacto para defender la participa-
ción política de la mujer en México.

Con el fin de aportar un poco a esta mate-
ria, este texto propone vincular dos temas: 
las garantías mínimas del acceso a la justicia 
electoral y los debates sobre el acceso a la 
justicia de las mujeres. Las garantías mínimas 
del acceso a la justicia electoral han sido es-
tudiadas a fondo por Orozco (2010), quien 
señala que un buen SJE debe abarcar, por lo 
menos, dos grupos de mecanismos: medidas 

10 Este recurso procede específicamente para defender los derechos a votar y ser votado en elecciones populares 
y puede ser promovido por cualquier ciudadano que vea afectado esos derechos. Existen varias características im-
portantes del JDC: (i) los requisitos de la demanda son relativamente sencillos , (ii) pueden impugnarse actos o 
resoluciones de las autoridades y los partidos políticos, (iii) aunque se exige que se agoten los procedimientos admi-
nistrativos o interpartidistas, se acepta ignorar este requisito cuando el riesgo de vulneración es inminente, (iv) las 
decisiones del  Tribunal Electoral deben resolverse en un plazo razonable para no afectar el derecho y como máximo 
antes de la posesión en el cargo, además, (v) las decisiones son definitivas y no aceptan impugnaciones (p. 28 – 33).
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preventivas y un sistema de resolución de 
conflictos electorales (en adelante SRCE) 
que, a su vez, puede ser institucional o infor-
mal (instrumentos alternativos) (p. 10). 

En específico, el SRCE institucional debe 
cumplir un mínimo de principios y garan-
tías. Los principios a veces son propios de los 
procesos electorales, como la celebración de 
elecciones justas y libres, el derecho al su-
fragio universal o la irrevocabilidad de cada 
etapa electoral, y otras veces son principios 
aplicables al acceso a la justicia en general 
(Legalidad, independencia judicial, debido 
proceso y el derecho a la defensa) (p. 21). 

Las garantías, por otra parte, pueden ser 
de dos tipos: estructurales y procedimenta-
les. Dentro de las estructurales se incluyen 
todos los instrumentos legales dispuestos 
para asegurar la imparcialidad y autonomía 
del Organismo de Resolución de Conflic-
tos Electorales (en adelante ORCE). No 
existe una receta única para lograr este 
propósito, sin embargo, Orozco (2010) 
coincide con otros autores en que los ór-
ganos judiciales, o cuasi judiciales, posibi-
litan mejor la independencia, entre otras 
razones porque se apoyan en razonamien-
tos jurídicos y no simplemente políticos11. 
En este sentido, es importante garantizar 
la autonomía institucional, administrativa 
y financiera del organismo, así como la 
imparcialidad de sus miembros. Para ello 
es recomendable que el ORCE sea per-

manente, pueda participar en la construc-
ción de su presupuesto y sus decisiones 
sean definitivas. Además, se aconseja dise-
ñar el procedimiento de selección de los 
miembros del ORCE de forma que estos 
no estén atados por deudas o fidelidad a 
ningún individuo o grupo y establecer un 
régimen estricto de rendición de cuentas 
(pp.91-95). El autor sugiere también fijar 
disposiciones sobre equidad de género en 
la elección de los miembros del ORCE.

Las garantías procedimentales buscan que 
la justicia electoral sea accesible, efectiva y 
eficiente. Esto implica, como mínimo, cla-
ridad de los procedimientos, prohibición 
de discriminación por razones de género 
o pertenencia a grupos étnicos, sencillez 
en los requisitos procesales y decisiones 
oportunas e irrevocables, sobre todo si se 
involucran etapas electorales inaplazables. 
Otras garantías son el derecho a la defensa 
y al debido proceso de ley, así como sen-
tencias que realmente reparen las infraccio-
nes o delitos (Orozco-Henríquez, 2010, p. 
115). Por otro lado, el acceso a la justicia 
de las mujeres ha sido ampliamente estudia-
do en contextos de violencias por razones 
de género12. Esos trabajos reconocen que, 
al momento de acercarse a la justicia, las 
mujeres enfrentan múltiples obstáculos ins-
titucionales y fácticos, que son específicos y 
en ocasiones desproporcionados respecto a 
los que enfrentan otras poblaciones. En ge-
neral, se ha encontrado que las mujeres no 

11 Esta distinción es especialmente importante en temas electorales, pues la calificación de las elecciones, así como la 
resolución de conflictos asociados a ellas, estuvo reservada por décadas a los mismos parlamentos. Este mecanismo 
facilitaba que los partidos o alianzas mayoritarias abusaran de su poder y anularan la elección de sus contradictores 
únicamente basados en el expediente político (Jaramillo, 2016; Orozco-Henríquez, 2010). Otras de las razones para 
preferir que los ORCE sean judiciales son: (i) el establecimiento de una estructura normativa preexistente, que no es 
escogida por el órgano que lleva a cabo la revisión y (ii) la obligatoriedad de la revisión judicial, pues el ORCE estaría 
obligado a revisar todos los casos que se le presenten.
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utilizan el sistema de justicia – existe un alto 
índice de subregistro- y esto es producto de 
barreras institucionales como la debilidad 
del sistema de administración de justicia, la 
centralidad de la denuncia, la prueba física 
y el testimonio de la víctima en el proceso 
investigativo; adicionalmente, la ausencia 
de acompañamiento psicosocial así como 
la presencia de patrones discriminatorios y 
estereotipos de género en las decisiones ju-
diciales, entre otras (CIDH, 2007; Guzmán 
Rodríguez y Prieto Dávila, 2013). A esto se 
suma la falta de socialización de los procedi-
mientos que tienen al alcance las víctimas y 
una noción de reparación muy restringida. 

Una de las categorías de análisis, útiles 
para el propósito de este texto, es la idea 
de que los incumplimientos de la cuota 
son vulneraciones a los derechos políti-
cos en razón del género; esto se explica 
por los patrones de discriminación predo-
minantes en las organizaciones políticas. 
Frecuentemente, los partidos cuestionan 
la obligatoriedad de las cuotas pues creen 
que es muy difícil encontrar mujeres para 
integrar las listas (“no estamos obligados 
a lo imposible”) o que se viola el derecho 
a la igualdad de otros candidatos. Cuando 
los requisitos se cumplen, es con muje-
res de “relleno” o “títeres” de sus padres, 
esposos o padrinos políticos. Algunos en-
trevistados manifiestan abiertamente su 
desacuerdo con la medida porque “refre-
nan el espíritu combativo de las mujeres” o 

estas “se acomodan a la norma”. Como se 
advierte por Casas Zamora (2017) la ma-
yoría de partidos ofrecen pésimas ofertas 
a las mujeres: a última hora, sin formación 
ni financiación (p. 32). 

La hostilidad y el mal uso que le dan los par-
tidos a las cuotas de género son la principal 
barrera de ingreso13 de las mujeres a la justi-
cia electoral en Colombia. No sorprende que 
ellas sean las que menos promueven contro-
versias relacionadas con la aplicación o inter-
pretación de la cuota, pues quienes se bene-
fician con la medida no tienen intenciones de 
ganar o no cuentan con recursos financieros 
mínimos para ejecutar una campaña. De he-
cho, de las 48 decisiones del CNE analizadas 
en este documento, sólo en tres ocasiones las 
peticionarias fueron mujeres.

A partir de los insumos que se presen-
taron, en las siguientes secciones se ana-
lizarán los recursos legales dispuestos en 
Colombia para exigir el cumplimiento de 
la cuota de género, así como las decisiones 
judiciales y cuasi judiciales que se refieren 
al tema. El propósito es doble: por un lado, 
evaluar si el SRCE colombiano cumple las 
garantías estructurales y procedimentales 
mínimas; por el otro, evidenciar que en el 
ejercicio de esos recursos existen barreras 
que afectan el acceso de las mujeres a la 
justicia electoral en casos de violación de 
la cuota de género.

12 En Colombia se ha analizado el acceso a la justicia de las mujeres en el marco del conflicto armado frente a la justicia 
transicional (Guzmán Rodríguez, Pijnenburg, y Prieto, 2011), a la justicia ordinaria (Guzmán Rodríguez y Prieto 
Dávila, 2013) y la justicia penal internacional (Chappell, Greyy, y Waller, 2013). También vale la pena mencionar el 
extenso informe de la CIDH (CIDH, 2007) sobre acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las 
Américas.
13 Entendidas, de acuerdo con Guzmán Rodríguez y Prieto Dávila (2013) como los obstáculos que afectan, limitan, 
retrasan o impiden que los hechos constitutivos de violaciones a un derecho, ocurridas en contra de las mujeres por 
razón de su género, lleguen a conocimiento de la justicia y se inicien los procesos correspondientes (p. 60).
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3.1.  La oferta institucional: 
¿Cómo exigir el cumplimiento de 
la cuota de género en Colombia? 

El artículo 28 (Ley 1475, 2011) contem-
pla una cuota legal de género por la cual las 
listas donde se elijan cinco o más curules 
para corporaciones de elección popular, 
o las que se sometan a consulta —excep-
tuando su resultado—, deberán confor-
marse con un mínimo de 30% de uno de 
los sexos. En relación con los mecanismos 
de exigibilidad que han sido dispuestos en 
Colombia para hacer cumplir la cuota de 
género encontramos, por una parte, que 
puede acudirse ante los órganos compe-
tentes al interior de los partidos políticos; 
y por otro lado ante autoridades estatales 
de dos tipos: i) órganos administrativos, 
como lo es el Consejo Nacional Electo-
ral y la Registraduría Nacional del Estado 
Civil; y ii) órganos judiciales como lo son 
los jueces de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y a otros jueces a través de 
la acción de tutela como mecanismo tran-
sitorio. A continuación se presentará el 
análisis y conceptualización de estos cua-
tro mecanismos enunciados.

3.1.1.	 Mecanismos al interior de 
los partidos políticos en Colombia

Los estatutos de los partidos políticos de-
ben contener unos requisitos mínimos, los 
cuales pueden ser exigibles a las decisio-
nes que se tomen por cualquier órgano 
de dirección, gobierno o administración y 

control. De esta manera, pueden contro-
vertirse ante el mismo, en razón a que los 
estatutos son obligatorios para sus miem-
bros, y en caso de no estar de acuerdo con 
la decisión que se tome existe la posibi-
lidad de acudir, dentro de los 20 días si-
guientes, ante el Consejo Nacional Electo-
ral para que este pronuncie al respecto14. 
Dicho término se cuenta desde la fecha en 
que se toma la decisión por el respectivo 
partido político. Esta interpretación ha 
sido desarrollada por el Consejo Nacional 
Electoral en los siguientes términos:

Los miembros de una colectividad 
política están en la obligación de aca-
tar, no solo los estatutos del partido 
al cual pertenecen sino que, ante una 
inconformidad con las determina-
ciones de sus directivas, están en la 
obligación de agotar internamente las 
instancias previstas en ellos para la so-
lución de los conflictos. 

Teniendo en cuenta los aspectos presen-
tados, se estudiaron los partidos políticos 
Centro Democrático, Partido Conser-
vador, Partido Liberal y Partido Cambio 
radical pues fueron las colectividades 
políticas que obtuvieron mayor votación 
popular para el Senado en los periodos 
2014-2018 y 2018- 2022. Así, en sus 
estatutos estos partidos acogieron lo or-
denado por el legislador en el año 2011, 
en cuanto a la cuota legal de género, sin 
embargo no se preocuparon por incluirla 
como causal de impugnación.

14 Para acudir ante el CNE se requiere haber agotado los recursos o medios de impugnación contenidos en los esta-
tutos ante el mismo partido.
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15 Los temas de fondo se refieren a la materialización de derechos, ejemplo de esto es el derecho a elegir y ser elegido 
y la cuota de género. 

Ahora bien, a pesar de no ser una causal ta-
xativa, los militantes pueden impugnar las 
decisiones tomadas por los partidos cuan-
do vulneren su derecho fundamental a ele-
gir y ser elegido. Esto es relevante, pues 
no todos los estatutos contienen como 
causal de impugnación la violación de los 
derechos de los miembros del partido. 

En este orden de ideas, en el Partido Con-
servador se pueden interponer impugna-
ciones y apelaciones, las primeras ante el 
órgano de dirección o control que la tomó 
y las segundas ante el superior. En el Parti-
do Centro Democrático se puede presen-
tar un recurso de reposición o apelación 
ante los respectivos consejos de ética, dis-
ciplina y transparencia. En el Partido Li-
beral existen recursos ante los directorios 
departamentales y municipales, también 
se pueden presentar reclamaciones ante 
el Consejo Nacional de Control Ético. Fi-
nalmente, en Partido Cambio Radical las 
reclamaciones y apelaciones se presentan 
ante el Comité de Control Ético.   

3.1.2.	 Mecanismos ante las autori-
dades electorales: Consejo Nacional 
Electoral (CNE) y la Registraduría 
Nacional del Estado Civil (RNEC)

La Resolución 2465 del 2015 nace a partir 
el debate existente entre el Consejo Na-
cional Electoral y la RNEC, sobre la po-
sibilidad de negar, no permitir o cancelar 
la inscripción de listas para cargos de elec-
ción popular por el no cumplimiento de 

la cuota de género. De tal forma, aunque 
el Congreso de la República tiene la com-
petencia para determinar las funciones 
de los órganos administrativos que hacen 
parte del sistema electoral, la mencionada 
resolución aclaró que la RNEC y el CNE 
tienen la posibilidad de negar o cancelar 
inscripciones de candidatos, pero cada uno 
bajo requisitos diferentes. En consecuen-
cia, la RNEC podrá hacerlo cuando se in-
cumplan los requisitos formales -temas de 
forma- y el CNE podrá hacerlo cuando se 
incumplan los requisitos materiales -temas 
de fondo-15. Veamos las competencias de 
cada una de estas autoridades.

3.1.2.1. Registraduría Nacional del 
Estado Civil

Es la autoridad facultada para realizar la 
inscripción de candidatos (Const., 1991, 
art.90), pero existen eventos en los cua-
les la RNEC puede negarse a cumplir este 
mandato (Código Penal Colombiano, art. 
396) por el incumplimiento de requisitos 
formales (CNE, Resolución 2465, 2015). 
La ley 1475 de 2011, en su artículo 31, 
dispone que la Registraduría podrá negar 
la inscripción de los candidatos en los si-
guientes eventos: 

1. Cuando se inscriban candidatos dife-
rentes a los ganadores de las consultas 
populares o internas de los partidos.
2. Cuando hayan participado en con-
sultas de partidos, movimiento o coa-
lición diferente al que les da el aval y 
pretende inscribirlos. 
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3.1.2.2. Consejo Nacional Electoral

Existe un vacío frente al procedimiento 
administrativo aplicable para revocar la 
inscripción de candidatos pues no exis-
te un artículo del Código Electoral que 
lo contenga. Sin embargo, la Resolución 
2465 del 2015 del CNE parece haber dado 
una solución parcial, la cual no representa 
un procedimiento definitivo y solo podrá 
serlo en tanto se establezca el procedi-
miento legal necesario para estos casos. 

De acuerdo a lo anterior y como medida 
parcial, el CNE adoptó el procedimiento que 
establece el CPACA, dejando el trámite para 
la revocatoria, en caso de incumplimiento de 
ley de cuota de la siguiente manera:

i. Presentación del caso ante el 
Consejo Nacional Electoral: Para 
la presentación, por parte de cual-
quier ciudadano, de algún caso de 
incumplimiento de la ley de cuotas 
ante el CNE, y en términos del ar-
tículo 7 de la ley 130 de 1994 se en-
tenderá de manera similar a un de-
recho de petición que comunique al 
CNE la situación que presuntamen-
te contradiga la ley16, no sin antes 
impugnar la decisión ante el respec-
tivo partico político. Lo anterior es 
posible, pues el CNE (Const., 1991, 
Art. 108) es competente para reci-
bir las reclamaciones que se hagan 
por parte de los ciudadanos respec-
to a “las decisiones de las autorida-

des de los partidos y movimientos 
tomadas contraviniendo las mismas 
normas” (Ley 130, art.7, 1994), en 
un término no mayor a veinte días a 
la adopción de tal decisión. 

ii. Desarrollo al interior del Conse-
jo Nacional Electoral: La discusión 
frente a la ley de cuotas es un caso de 
pleno derecho y bastaría que el CNE 
cotejara el contenido de la norma con 
la información de la RNEC, que es la 
autoridad que realiza las inscripcio-
nes. Si en el marco de este cotejo no 
se cumple con la ley de cuotas en la 
lista, esta se revocará. 

Así se haya adoptado el procedimiento del 
CPACA, por parte del CNE, es necesario 
que se regule, de manera independiente, 
un procedimiento para la revocatoria de 
inscripciones y listas, especialmente en el 
cumplimiento de ley de cuotas. Al no exis-
tir este procedimiento, se generan insegu-
ridades e inquietudes en los ciudadanos, 
más aún en las mujeres que hoy continúan 
siendo minoría en la participación política 
del Congreso y Corporaciones Públicas, 
por lo que se consideran un grupo de es-
pecial protección. 

En este sentido, frente a las posibilidades 
de impugnar las listas de candidatos que 
incumplan la cuota de género, considera-
mos que no existe un acceso efectivo a la 
administración de justicia por la inexisten-
cia de leyes que regulen este aspecto –tu-

16 El día 29 de enero del 2018 a las 3:30 pm en una llamada directa a jurídica del Consejo Nacional Electoral se con-
firma que no existe ningún documento que contemple el procedimiento interno frente a las impugnaciones de que 
trata el artículo 7 de la ley 130 de 1994.
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tela judicial efectiva17-. Por este motivo, es 
fundamental tener reglas claras que posi-
biliten el acceso a la justicia.

3.1.3.	 Mecanismos ante la Juris-
dicción Contenciosa Administrativo 
y sus medios de control

El Código de Procedimiento Administra-
tivo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) desarrolla las principales reglas 
de la jurisdicción contencioso administra-
tiva, que en Colombia permite proteger 
y garantizar los derechos y libertades de 
las personas y velar por la sujeción de las 
decisiones de las autoridades a la Constitu-
ción y al ordenamiento jurídico en su con-
junto. Para lograr este objetivo contempla 
medios de control que pueden ser utiliza-
dos por los ciudadanos para hacer efectivo 
el principio de legalidad en las decisiones 
de la administración. 

Los medios de control son las acciones de 
nulidad, nulidad y restablecimiento del de-
recho y nulidad electoral, que pueden ejer-
cer la ciudadanía –con las limitantes que se 
desarrollarán más adelante- para demandar 
el cumplimiento de la Ley Estatutaria 1475 
del 2011, en lo relacionado con la confor-
mación democrática de la listas a presentar 
para cargos de elección popular. Igualmen-
te, la utilización de uno u otro medio de 
control deberá realizarse teniendo en cuen-

ta el estado del proceso de elección y el 
acto administrativo a atacar por vulneración 
al derecho de elegir y ser elegido. 

Los actos administrativos pueden ser de trá-
mite, aquellos que dan impulso a los proce-
sos sin concluir la actuación administrativa, 
o definitivos, aquellos que sí le ponen fin. 
La anterior definición es importante pues 
los actos de trámite no son demandables, 
mientras que los actos definitivos sí lo son. 
Ahora bien, en el marco de la inscripción 
y elección de aspirantes a cargos de elec-
ción popular encontramos tanto actos de-
finitivos como actos de trámite que vale la 
pena identificar para no cometer errores 
a la hora de reclamar el cumplimiento de 
la cuota legal. En ese sentido, lo actos de 
conformación y modificación de listas son 
actos previos y de trámite, pero los actos de 
elección son definitivos pues dan por ter-
minado el proceso electoral.

De esta manera, el único acto demandable 
ante la Jurisdicción Contenciosa Adminis-
trativa es el acto definitivo de elección a 
través del medio de control: nulidad elec-
toral. Sin embargo, el Consejo de Estado, 
como se verá más adelante, abre la posibi-
lidad de demandar a través de los medios 
de control de nulidad y nulidad y restable-
cimiento del derecho, las decisiones del 
Consejo Nacional Electoral en relación 
con el artículo 7 (Ley 130, 1994), que 
habilita a los ciudadanos a manifestar su 

17 La Corte Constitucional ha definido este derecho a la tutela judicial efectiva en el siguiente sentido: “El artículo 
229 de la Constitución Política consagra expresamente el derecho de acceso a la administración de justicia, también 
llamado derecho a la tutela judicial efectiva, el cual se traduce en la posibilidad reconocida a todas las personas 
residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para 
propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e 
intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de 
las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes” (Sentencia C-426/02, M.P. Rodrigo Escobar Gil).



20

Cuotas de Género y Justicia Electoral en Colombia

desacuerdo con las decisiones del partido 
cuando vulneren la Constitución y la ley, 
incluido el caso de incumplimiento de la 
cuota legal de género.  

A pesar de ello, no existe proceso adminis-
trativo que regule las actuaciones del CNE 
en esta materia, por lo que es incierto el 
actuar de este organismo frente a todas las 
reclamaciones que puedan hacerse por el 
incumplimiento de la ley de cuotas.  Por 
esto, es complejo que las acciones de nu-
lidad y nulidad y restablecimiento del dere-
cho puedan utilizarse, pues aunque permi-
tan la demanda antes del acto definitivo de 
elección, esta posibilidad se encuentra con-
dicionada a que se dé un pronunciamiento 
del CNE sobre la impugnación ciudadana. 

Concluyendo, en la práctica existe una 
negación de justicia pues no se podría ini-
ciar la acción de nulidad electoral, u otra 
acción para garantizar el cumplimiento de 
la ley de cuotas, en el marco del proceso 
electoral hasta que no exista un acto defi-
nitivo, ya sea el acto de elección, que con-
sideramos se genera demasiado tarde –al 
final del proceso electoral- o bien sea las 
decisiones del CNE, las cuales tienen un 
vacío de procedimiento. 

3.1.3.1. Acción de Nulidad Electoral 

Este medio de control alude a la protec-
ción de los derechos de la ciudadanía en 
materia electoral. Para esto, el derecho 
electoral puede interpretarse en dos sen-
tidos, el primer “(…) concepto restringi-
do, hace referencia a un derecho subjetivo 
del individuo de elegir y ser elegido y, de 

hecho, es idéntico al de sufragio (voting ri-
ghts). Mientras, en el otro sentido, el con-
cepto amplio alude al derecho que regula 
la elección de órganos representativos.” 
(Nohlen, 2007, p.27). 

Para la correcta utilización de este me-
dio de control es necesario retomar la 
distinción entre actos de trámite y actos 
definitivos, pues cualquier persona puede 
hacer uso del medio de control de nuli-
dad electoral cumpliendo los requisitos 
que establece el CPACA para la presenta-
ción de cualquier demanda y adjuntando 
el acto administrativo de elección, que es 
un acto definitivo. 

Respecto al tiempo y la oportunidad para 
utilizar la acción de nulidad electoral, el 
CPACA (Art.164) establece que se cuenta 
con treinta días para ejercer este medio. 
Pasado este tiempo, se generará la caduci-
dad y en consecuencia no podrá realizar-
se la anulación correspondiente. Por otro 
lado, debe tenerse en cuenta que depen-
diendo de las autoridades que se elijan ya 
sean territoriales o nacionales, existe un 
juez natural que conoce del medio de con-
trol de nulidad, así: 

• Los actos de elección de Senadores 
de la República y Representantes a 
la Cámara: ante el Consejo de Es-
tado en única instancia (Ley 1437, 
2011, Art. 149 No. 3).
• Los actos de elección de diputados 
de las asambleas departamentales y 
miembros de los concejos municipa-
les: ante los Tribunales Administrati-
vos en primera instancia.
• Los actos que designan miembros de 
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los Consejos Municipales en munici-
pios con menos de 70.000 habitantes 
y que no son capital de departamen-
to: ante los Tribunales Administrativos 
pero esta vez en única instancia.  

El artículo 137 (Ley 1437, 2011) contem-
pla, entre sus causales, la posibilidad de 
demandar un acto de elección si se expide 
infringiendo las normas en las que debería 
fundarse. Esto abre la posibilidad de de-
mandar en caso de incumplimiento de ley 
de cuotas, pues la cuota de género es una 
disposición obligatoria para los partidos.

Para interponer una nulidad electoral no se 
requiere agotar requisito previo de proce-
dibilidad18 pues éste no se contempla en el 
Código; más aún, a partir de la Sentencia 
C-283-2017, la Corte Constitucional retiró 
del sistema jurídico el numeral 6 del artí-
culo 161 de la Ley 1437 de 2011 que esta-
blecía como requisito de procedibilidad ha-
ber sometido la declaratoria de la elección 
a examen de la autoridad administrativa 
electoral correspondiente, es decir el CNE. 
Las consecuencias de la nulidad electoral 
se encuentran expresamente en el artículo 
288 de la Ley 1437 de 2011, las cuales son 
diferenciadas dependiendo de los supuestos 
fácticos de nulidad de acto de elección, de 
la siguiente manera: 

• Por el numeral 1 del artículo 275, 
es decir, cuando se haya ejercido algún 
tipo de violencia a los nominadores, 
electores o a las autoridades electora-
les, la sentencia de anulación ordenará 

repetir o realizar la elección en el pues-
to o puestos de votación afectados.
• Por el numeral 5 y 8, es decir cuando 
los candidatos no cumplan los requisi-
tos exigidos por la Constitución y la ley 
o se encuentren inhabilitados y cuando 
el candidato incurra en la doble mi-
litancia, en estos casos la sentencia de 
anulación indicara la cancelación de la 
credencial respectiva. 
• Por el numeral 6, es decir, cuando los 
jurados o las personas parte de las co-
misiones escrutadoras sean: cónyuges, 
compañeros permanentes o parientes 
de alguno de los candidatos hasta en 
tercer grado de consanguinidad, segun-
do de afinidad o único civil, se anularán 
los votos del candidato. 

Las anteriores causales no se refieren al in-
cumplimiento de la cuota de género, lo que 
deja un vacío importante frente a las con-
secuencias del fallo de anulación –nulidad 
electoral-. Sin embargo, el numeral 2 del 
artículo 288 que establece las consecuen-
cias de la anulación indica que: “cuando se 
anule la elección, la sentencia dispondrá la 
cancelación de las credenciales correspon-
dientes, declarar la elección de quienes fi-
nalmente resulten elegidos y les expedirá 
su credencial, si a ello hubiere lugar. De ser 
necesario el juez de conocimiento practica-
rá nuevos escrutinios”. Este numeral, a di-
ferencia de los otros, al no especificar causal 
de anulación específica, podría llegar a en-
tenderse como una consecuencia genérica 
que podría ser aplicable a los casos de anu-
lación por incumplimiento de la cuota de 

18 Es decir, no se debe adelantar ningún trámite u acción previa a la presentación de una demanda de nulidad electoral.
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género. Esto teniendo en cuenta que quien 
incumple la disposición legal sobre cuota de 
género no es el candidato en sí, sino el par-
tido o movimiento político que inscribe la 
lista de candidatos. 

Igualmente, aunque no se establezca como 
consecuencia directa de la nulidad electo-
ral, el partido que incumpla con la cuo-
ta legal de género  podrá ser sancionado 
según el artículo 8 (Ley 1475, 2011) que 
contempla la responsabilidad de los parti-
dos pues establece que estos deberán “(…) 
responder por toda violación o contraven-
ción a las normas que rigen su organiza-
ción, funcionamiento o financiación, así 
como por las conductas de sus directivos 
consideradas como faltas en el artículo 
1 de la presente ley” (Ibíd.). Lo anterior, 
además, está ligado al artículo 10 y 12 
de la misma ley que contempla las faltas 
y sanciones, estas últimas serán aplicadas 
directamente a las directivas de los parti-
dos y movimientos, sin generar repercu-
sión alguna frente a la revocatoria de listas 
y candidaturas, pues esto se aplicaría des-
pués de realizado el incumplimiento. Con-
cluyendo sobre este medio de control se 
encuentran los siguientes puntos: 

i. Aunque se constituye como una po-
sibilidad de demanda en defensa de la 
cuota de género, es claro que la de-
manda versará sobre el acto de elec-
ción individual sobre el cual se solicita 
la anulación por incumplimiento de 
las normas en que debería fundarse –
cuota de género-, lo que se genera de 
manera tardía, pues a ese momento ya 
se habrían desarrollado todas las etapas 
del proceso electoral. 

ii. Es importante insistir que no existe 
causal de nulidad taxativa sobre el in-
cumplimiento de la cuota de género, lo 
que nos lleva a acudir a otras causales 
que podrían acomodarse. 

iii. Finalmente no hay claridad frente 
a las consecuencias de la sentencia de 
nulidad electoral, dado que ninguna 
causal del artículo 288 del CPACA es-
pecífica los efectos en caso de incum-
plimiento de ley cuotas, lo que solo 
deja la posibilidad de la cancelación de 
credenciales correspondientes o, si el 
juez lo considera, la práctica de nuevos 
escrutinios, sin tener certeza sobre en 
qué casos procede esta última opción.  

3.1.3.2. Acción de nulidad simple y de 
nulidad y restablecimiento del derecho 

La Corte Constitucional define al acto ad-
ministrativo como la “manifestación de la 
voluntad de la administración, tendiente a 
producir efectos jurídicos ya sea creando, 
modificando o extinguiendo derechos para 
los administrados o en contra de éstos, tie-
ne como presupuestos esenciales su suje-
ción al orden jurídico y el respeto por las 
garantías y derechos de los administrados” 
(Sentencia C- 1436, 2000). Así, a la luz de 
lo anterior y del análisis de la naturaleza 
del CNE como un órgano administrativo, 
podemos concluir que sus decisiones son 
actos administrativos definitivos que pro-
ducen efectos jurídicos y contra los cuales 
proceden los medios de control.  

En este sentido, y teniendo en cuenta el 
criterio del Consejo de Estado en el fallo 
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del 8 de noviembre del 201119, es posible 
controvertir las decisiones del CNE que 
resuelvan la impugnación realizada por 
los ciudadanos a decisiones de los parti-
dos políticos, incluido lo concerniente a la 
aplicación de la cuota de género. De esta 
manera, es válido conocer la diferencia en-
tre uno y otro medio de control, en tanto 
ambos pueden ser utilizados bajo determi-
nadas particularidades. 

Así, la Corte Constitucional ha definido a 
la nulidad como una acción pública con las 
siguientes cualidades: “se ejerce en defensa 
e interés de la legalidad, la sentencia pro-
duce efectos retroactivos, y procede con-
tra actos de contenido general y abstracto” 
(Sentencia C-199, 2017). Sin perjuicio de 
lo anterior, el Consejo de Estado ha mani-
festado que excepcionalmente la nulidad 
podrá prosperar contra actos particulares 
en las causales establecidas en el inciso 2 
del artículo 137 del CPACA. Igualmente, 
en cuanto a su finalidad, esta misma Cor-
poración manifestó que “persigue la de-
fensa de la legalidad, del orden jurídico en 
abstracto” (Consejo de Estado, Sentencia 
del 23 de agosto de 2012).  

Según la Corte Constitucional, por medio 
de la acción de nulidad y restablecimien-
to del derecho, se puede solicitar tanto la 
nulidad del acto administrativo como la 
defensa del interés particular y concreto. 
Este medio de control será ejercido ex-
clusivamente por la persona a la que pre-
suntamente se le ha causado un perjuicio. 
Por lo tanto, quienes utilicen la acción de 

simple nulidad no deberán tener interés 
por el restablecimiento de su derecho, y 
quien utilice la nulidad y restablecimiento 
del derecho sí deberá tenerlo, lo cual defi-
nirá quién lo utilizará y con qué finalidad. 
En la práctica, al momento de usar es-
tas dos acciones para controvertir actos 
que no cumplan con la cuota de género, 
se limita el acceso a la administración de 
justicia pues debe esperarse el pronuncia-
miento del CNE; este último no cuenta 
con un proceso definido por el legislador 
para pronunciarse, quedando como una 
opción de quienes quieren demandar el 
incumplimiento de ley de cuotas el medio 
de control de nulidad electoral.

3.1.4.	 La acción de tutela como 
mecanismo transitorio

Cuando se trata de la violación o incum-
plimiento de la cuota legal de género de-
bemos tener en cuenta que la inscripción 
de las listas de los candidatos ante la Regis-
traduría es un acto preparatorio que pue-
de atacarse a través de la acción de tutela, 
como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable en relación con 
el derecho fundamental a elegir y ser ele-
gido (Corte Constitucional, Sentencia 
T-045, 1993).  

Ahora bien, el artículo 86 (Const., 1991) 
establece la acción de tutela como un me-
canismo de protección de los derechos 
fundamentales, cuando estos son vulnera-
dos por cualquier autoridad o particulares 
(Decreto 2591). En este sentido, la Corte 

19 El número radicado del fallo es 05001-23- 31-000- 2011-01403- 01(AC)
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Constitucional ha señalado que, aunque el 
cierre de inscripción ante la Registraduría 
Nacional del Estado Civil es un acto de 
trámite, de forma excepcional procede la 
acción de tutela como mecanismo transi-
torio  “cuando el respectivo acto tiene la 
potencialidad de definir una situación es-
pecial y sustancial dentro de la actuación 
y ha “sido fruto de una actuación abier-
tamente irrazonable o desproporcionada 
por parte del funcionario, con lo cual vul-
nera las garantías establecidas en la Cons-
titución” (Sentencia T 123, 2007).

En cuanto a la tutela como mecanismo 
ante la vulneración del derecho funda-
mental a elegir y ser elegido, se debe te-
ner en cuenta que los procesos electorales 
son reglados y la Corte Constitucional ha 
reconocido la importancia de estas condi-
ciones, especialmente cuando el amparo 
judicial procede en el marco del respeto 
a la seguridad jurídica y a los derechos de 
los terceros afectados. En razón a esto, la 
Corte también ha indicado que debe apli-
carse el principio de inmediatez, relativo 
a la oportunidad de presentar la acción20, 
por lo que en principio solo puede inter-
ponerse antes del cierre de inscripción 
de listas21. Dicha condición permite al 
juez constitucional estimar la existencia 
de un riesgo “cierto y grave, inminente, 
urgente y que requiere de medidas ur-
gentes” ( Sentencia T-225, 1993). 

Frente a las modificaciones de las inscrip-
ciones de listas, también es viable acudir a 
este mecanismo constitucional, a pesar de 
que se dé luego del periodo de cierre, cuan-
do las listas modificadas no cumplan con la 
cuota de género. Así, la Ley 1475 del 2011 
en su artículo 31 estipula tres casos en los 
cuales se pueden modificar las listas, den-
tro de los cuales es posible que una de las 
consecuencias sea un escenario de incum-
plimiento de la cuota de género. Las tres 
causales de modificación previstas son:

i. En los casos de falta de aceptación de 
la candidatura o de renuncia a la mis-
ma, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la fecha de cierre de las co-
rrespondientes inscripciones. 

ii. Las inscripciones hasta un (1) mes 
antes de la fecha de la correspondiente 
votación, por revocatoria de la inscrip-
ción debido a causas constitucionales 
o legales, inhabilidad sobreviniente o 
evidenciada con posterioridad a la ins-
cripción. 

iii. Por muerte o incapacidad física 
permanente, podrán inscribirse nuevos 
candidatos hasta ocho (8) días antes de 
la votación.

20  Para determinar el cumplimiento del principio de inmediatez se deben evaluar los siguientes aspectos: (i) si existe 
un motivo válido para la inactividad del accionante, (ii) si la inactividad injustificada podría causar la lesión de dere-
chos fundamentales de terceros de llegarse a adoptar una decisión en sede de tutela, y (iii) si existe un nexo causal 
entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados. (M.P. Jaime Araújo 
Rentería, Sentencia T-108, 2006)
21 El cierre de la inscripción de lista ante la Registraduría es un mes antes de la fecha de las elecciones (Ley 1475, 
2011, art.30)
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3.2.	 El control administrativo 
y judicial de las cuotas de géne-
ro en Colombia: análisis de las 
decisiones del CNE y la jurisdic-
ción contenciosa-administrativa

Esta sección estudia las decisiones profe-
ridas por los órganos judiciales y adminis-
trativos competentes en lo electoral22, rela-
cionadas con la interpretación y aplicación 
de la cuota de género en Colombia para las 
elecciones locales (2011 y 2015) y a Con-
greso (2014). La información se recolectó a 
través de la relatoría del CNE, el buscador 
especializado v/lex y derechos de petición 
a Tribunales Administrativos del país.

En general, los recursos creados para exigir 
el cumplimiento de la cuota de género son 
usados por los actores para defender sus in-
tereses electorales y no para ampliar los de-
rechos políticos de las mujeres. Los jueces 
y consejeros del CNE hacen una interpreta-
ción estrictamente legal del cumplimiento 
de la cuota, en consecuencia las medidas de 
corrección que se adoptan –revocatoria de 
las listas o nulidad de la elección- son un 
incentivo para los partidos en competencia, 
pero no para las mujeres que esperan con-
solidar sus derechos políticos. Ellas son las 
que menos utilizan los recursos para exigir 
el cumplimiento de la cuota y, en muchas 
ocasiones, se evidencia el desconocimiento 
de esos procedimientos. 

3.2.1.	  Control administrativo de 
la cuota de género

Sobre el tema se encontraron 48 deci-
siones del CNE: 17 son conceptos y 31 
resoluciones. En su mayoría, las acciones 
fueron presentadas por directivos y mili-
tantes de las organizaciones políticas con 
el fin de preguntar por la aplicación de 
la cuota o revocar sus propias listas pues 
no cumplían con el 30%. Sólo en cuatro 
casos23 las controversias fueron promovi-
das por mujeres que consideraban vulne-
rados sus derechos políticos.

Aunque las decisiones del CNE son admi-
nistrativas y no judiciales, es importante 
estudiarlas por tres razones. Primero, al 
ser la máxima autoridad en lo electoral sus 
interpretaciones son un referente para las 
demás instituciones. Segundo, el número 
de casos que se promueven ante el CNE es 
mucho mayor al número que se tramita en 
la jurisdicción contenciosa administrativa: 
a la justicia contenciosa sólo han llegado 8 
asuntos relacionados con el tema. Esto hace 
suponer que en el marco del control ad-
ministrativo se resuelven la mayoría de los 
debates sobre la cuota de género. Tercero, 
el trámite ante el CNE es un requisito de 
procedibilidad para poder ejercer la acción 
de nulidad electoral; en este sentido, pese a 
ser un órgano administrativo hace parte del 
Sistema de Justicia Electoral.

22  Algunas de éstas se han proferido en el marco de los mecanismos dispuestos como oferta institucional enunciados 
anteriormente, esto es: decisiones proferidas por el CNE, por la Sección Quinta del Consejo de Estado, por Tribuna-
les Administrativos y por jueces de tutela. De igual manera, se incluye casos de consultas que han sido elevadas ante 
el Consejo de Estado.
23 Estos casos se referencian en los conceptos No. 5796 y 0050 del año 2011 y en las resoluciones 3466 de 2011 y 
2527 de 2014.
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A continuación, se presentan las princi-
pales sub-reglas establecidas por el CNE 
sobre cinco ejes temáticos: (i) tensiones 
constitucionales de la cuota; (ii) defini-
ción de ‘género’; (iii) requisitos formales 
para exigir el cumplimiento de la cuota; 
(iv) decisiones relativas al cálculo; y (v) los 
efectos del incumplimiento de la medida.

3.2.1.1. Tensiones constitucionales de 
la cuota de género

El CNE al abordar las tensiones constitu-
cionales provocadas por las cuotas de gé-
nero, lo hace como parte del contexto y 
no del argumento de la decisión final. La 
mayoría de las resoluciones/conceptos co-
pian lo dicho por la Sentencia C-490 del 
año 2011 y el Concepto de la Sala de Con-
sulta Civil del Consejo de Estado (C.E.) 
(MP Arboleda, 27 de julio de 2011). En 
general, la autoridad administrativa tien-
de a decidir bajo un análisis estrictamente 
legal -incluso reglamentario-, y omiten re-
lacionar los precedentes constitucionales 
con la razón de la decisión. 

Las cuotas de género limitan, princi-
palmente, dos derechos políticos: i) el 
derecho a la autonomía de los partidos 
políticos, pues establecen parámetros 
obligatorios para la elección de candidatos 
dentro de las organizaciones; ii) el dere-
cho a la igualdad, pues muchos consideran 
que se genera un trato desigual con base 

en un criterio “sospechoso” como el géne-
ro. Como se muestra a continuación, tanto 
la Sentencia C-490 de 2011 como el Con-
cepto del C.E. aportan buenos argumen-
tos para concluir que dichas limitaciones 
son constitucionales.

Frente a la primera tensión, la Corte mo-
dificó su propio precedente24 argumen-
tando que las reformas del 2003 y el 2009 
ampliaron el nivel de injerencia del Estado 
en la regulación de algunos aspectos inter-
nos de las organizaciones políticas. Bajo 
este nuevo parámetro, la cuota de género 
es constitucional incluso si limita la auto-
nomía de los partidos, pues busca un fin 
legítimo: lograr la igualdad real y efectiva 
entre hombres y mujeres en el campo de la 
participación política. Además, no incor-
pora una restricción desproporcionada: el 
30% de mujeres candidatas sólo se exige 
en las circunscripciones que eligen más 
de cinco curules (Sentencia C-490, 2011, 
Párrafo 106). Con un criterio similar, el 
C.E. señaló que la aplicación inmediata 
de las cuotas de género en las elecciones 
locales del año 2011 no resultaba intem-
pestiva o imposible de cumplir, pues desde 
el 2009 los partidos estaban obligados a 
adoptar principios de equidad de género y 
aún quedaba plazo suficiente para inscribir 
listas y reformar las presentadas.

De otro lado, la Corte plantea la segunda 
tensión desde un enfoque sustantivo de la 
igualdad, en oposición a uno simplemente 

24  A través de la decisión C-371 del 2000 la Corte Constitucional había declarado inconstitucional una disposición 
que establecía las cuotas de género para cargos de elección popular. En esa ocasión se argumentó que se trataba de 
una clara injerencia estatal en la organización interna de los partidos políticos, lo cual estaba proscrito por la Cons-
titución colombiana.
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formal25. Así, la Sentencia C-490 de 2011 
(Párrafo 104) reconoce que las cuotas son 
una acción afirmativa cuya finalidad es 
compensar las formas de discriminación a 
través de correctivos al déficit tradicional 
de mujeres en los parlamentos. En conse-
cuencia, no sólo es falso que se vulnera el 
derecho a la igualdad de los demás candi-
datos, pues no se reduce desproporciona-
damente la participación masculina, sino 
que se promueve el cumplimiento de 
mandatos constitucionales26 e interna-
cionales27.  Ante el CNE, estas tensiones 
se materializaron en las controversias 
sobre la (i) obligatoriedad de las cuotas 
de género y (ii) su relación con el princi-
pio de democracia interna. 

En varias ocasiones, militantes de los par-
tidos políticos preguntaron si era obliga-
toria la inclusión de un 30% de mujeres 
en las listas. Esto ocurrió no sólo en 2011, 
cuando la medida acababa de ser aprobada, 
sino en las elecciones locales de 2015. Las 
organizaciones se quejaban de la imposi-
bilidad de encontrar mujeres interesadas 
en la política, por lo que consultaban si 
podían inscribir listas sin cumplir el re-
quisito, “obligarlas” a participar o dejar 
esos cupos vacíos28. En todos los casos el 
CNE reiteró que no existe excepción al-

guna para el cumplimiento de la cuota en 
las circunscripciones donde se elijan cinco 
o más curules. Además, señaló que si las 
listas inscritas antes de la fecha de la en-
trada en vigor de la Ley 1475 de 2011 no 
cumplían con la medida, debían ser mo-
dificadas. Sin embargo, de acuerdo con 
los pronunciamientos, la obligatoriedad 
deriva del rango jurídico de la medida (es 
una norma de orden público) y de las con-
secuencias de su omisión (rechazo o revo-
catoria de la inscripción). Pocas veces la 
equidad de género como principio orien-
tador de los partidos políticos y, sobre 
todo, como fundamento de la limitación 
del derecho su autonomía, se usa dentro 
de la razón de la decisión. 

Otra controversia que destaca las tensiones 
constitucionales es la aplicación del por-
centaje femenino en los procesos de de-
mocracia interna. En las elecciones locales 
de 2011 y 2015 se presentaron situaciones 
en las cuales no se sabía si los partidos te-
nían que repetir las consultas internas/po-
pulares, pues las habían hecho antes de la 
vigencia de la Ley 1475 de 2011 e incum-
pliendo el 30%. Además, había confusión 
sobre si la cuota femenina debía respetar-
se en los resultados de las consultas29. Al 
respecto el CNE estableció los siguientes 

25  Como señalan Rodríguez y Rubio (2009) la idea de igualdad formal tiende a ser incompatible con las cuotas, pues 
aspiran a un sistema que no establece distinciones basadas en criterios como el sexo, mucho menos si están en juego 
derechos fundamentales como el voto o participar en elecciones.
26 Estos mandatos se refieren en el Art. 13: “el Estado adoptará medidas a favor de grupos discriminados y margina-
dos”; el Art. 40: “las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios 
de la administración pública”; y el Art. 43: “la mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer 
no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación”. 
27 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw, por sus siglas en inglés) 
y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará). 
28 Este tema se referencia en los conceptos 1673, 5321, 5640 y 6102 del año 2011 así como en el 7341 de 2015.
29 Este aspecto se trata en los conceptos 5796 y 0050 del año 2011, en los conceptos 2103 y 5583 de 2015 y en la 
resolución 3466 de 2011.
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puntos: (i) las consultas realizadas antes de 
la Ley 1475 de 2011 debían obedecerse, 
pues los candidatos que ganaron adquirie-
ron el derecho de inscripción de acuerdo 
con la norma vigente en el momento; y 
(ii) los partidos están obligados a cumplir 
con la cuota de género sólo en las postu-
laciones de los precandidatos y no en los 
resultados finales. De nuevo, los argumen-
tos usados para llegar a estas conclusiones 
fueron estrictamente legales: la entidad 
se basó en las reglas generales sobre la 
aplicación de las leyes en el tiempo y en 
la jerarquía de las normas30, sin brindar 
interpretaciones normativas que abo-
guen por la garantía de los derechos polí-
ticos de las mujeres.

Otro tipo de situación se presentó cuando 
los partidos, en el afán de cumplir con el 
porcentaje exigido, empezaron a retirar-
les el aval a otros candidatos para ceder-
los a las mujeres, lo cual generó muchas 
reclamaciones31. El CNE concluyó que 
no existe vulneración de derechos polí-
ticos cuando los partidos recomponen las 
listas para cumplir con la cuota de géne-
ro, siempre y cuando lo hagan dentro del 
término para su modificación y respetan-
do el principio de democracia interna. En 
la práctica, sin embargo, el CNE equipara 

este principio al cumplimiento de la letra 
de los Estatutos.

Por ejemplo, en la Resolución 4784 del 
año 2011 el Partido Liberal no inscribió a 
un candidato ante la Registraduría, pese a 
haberle expedido el aval, y sin mediar re-
nuncia o inhabilidad. El partido alegó que 
tenía que hacerlo para cumplir con la cuo-
ta de género. De acuerdo con el CNE, la 
organización política cumplió con el prin-
cipio de democracia interna, pues se aco-
gió al procedimiento estatutario, el cual 
señalaba que el Directorio Regional tenía 
plena competencia para otorgar y quitar 
avales sin más restricciones. El caso plan-
teaba una tensión constitucional entre dos 
principios: equidad de género y democra-
cia interna32; sin embargo, el CNE no pro-
fundizó en ella, sino que tomó la decisión 
con argumentos legales, reglamentarios.

Es posible evidenciar dos consecuencias 
de que el CNE prescinda de un análisis 
constitucional de las cuotas de género. En 
primer lugar, valida la idea, ya bastante 
extendida, de que es un requisito procedi-
mental/burocrático de las listas, y no una 
estrategia para incentivar la participación 
política de las mujeres, pues no se ahonda 
en un análisis de fondo al respecto, sino 

30  “La tensión que se presenta es entre una norma de carácter constitucional que exige el respeto de los resultados de 
tales consultas y una norma de menor rango como la Ley 1475 de 2011, la que si bien desarrolla el principio consti-
tucional de equidad de género contiene una exigencia no prevista de manera expresa en la Carta” (CNE, Concepto 
5769, 2011).
31 Este tema se referencia en las resoluciones 3467, 4666, 4784 y 1089 de 2011, en la resolución 6304 de 2015 y en 
la resolución 2388 de 2016.
32 Esta tensión es analizada frecuentemente por la literatura especializada. Baldez (2008), por ejemplo, reconoce que 
aunque las cuotas de género y las consultas internas o primarias contribuyen a fortalecer la democracia interna de 
los partidos, son potencialmente conflictivas. Esto es así porque las primeras promueven la igualdad de resultados, 
mientras las segundas la igualdad de oportunidades (p.161). En Colombia hay una tendencia fuerte a profundizar la 
democracia interna de los partidos, por eso en las listas se privilegian los resultados de las consultas sobre el cum-
plimiento del 30%. Vale la pena, sin embargo, analizar hasta qué punto las primarias se pueden convertir en una 
limitación al fortalecimiento de la equidad de género.  
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meramente formal. Segundo, hace que las 
correcciones que se toman frente a su in-
cumplimiento -revocatoria de las listas con 
posibilidad de modificación y sin sanción a 
los partidos- sean un desincentivo para los 
partidos de cumplir la cuota, como se ana-
lizará en las secciones que vienen.

3.2.1.2. Definición de “género”

El artículo 28 de la Ley 1475 señala que 
las listas deben conformarse “por mínimo 
un 30% de uno de los géneros”. La Corte 
interpretó este enunciado en la Sentencia 
C-490 de 2011, pues consideró que era 
ambiguo. Basado en un estudio cuidadoso 
del trámite del Proyecto en el Congreso33, 
concluyó que la voluntad del legislador es-
tatutario fue crear “una medida orientada 
a favorecer la participación femenina en 
materia política” de suerte que, en reali-
dad, el sentido de la expresión es que las 
listas de circunscripciones con más de cin-
co curules o las que se sometan a consulta 
deben cumplir con “mínimo un 30% de 
mujeres” (Párrafo 102).

Pese a lo anterior, el CNE ha interpreta-
do el término ‘género’ de forma binaria: 
masculino y femenino. En el Concepto 
1673 de 2011, por ejemplo, señaló que la 
norma “aplica para ambos géneros” (p. 
4). También en el Concepto 6102, del mis-

mo año, se advirtió que “no es imposible 
para los partidos y movimientos políticos 
obtener el número de personas de cada 
género necesarios para cumplir con esta 
obligación” (p. 11); esta regla se repite en 
otras decisiones34. 

Más allá del debate semántico, la inter-
pretación que el CNE hace de la categoría 
“género” tiene por lo menos dos efectos 
prácticos. Por un lado, la Registraduría 
rechaza las listas conformadas únicamente 
por mujeres. Como señala Débora Escude-
ro (Entrevista Personal, 2018) del Partido 
AICO, esto termina minando el propósito 
de la norma, que es aumentar la participa-
ción femenina en política. Por otro lado, 
se rechaza la idea de que “género” -en el 
contexto de las cuotas- incluye “las demás 
opciones sexuales”, como había sido sugerido 
por algunos sectores con base en la defi-
nición de ‘Equidad e igualdad de género’ 
(Ley 1476, 2011, art.1, numeral 4). 

3.2.1.3. Requisitos formales para exi-
gir el cumplimiento de la cuota

El control administrativo del incumpli-
miento de la cuota de género se ha carac-
terizado por un excesivo formalismo por 
parte del CNE. La autoridad electoral no 
sólo exige requisitos adicionales a los soli-
citados, en el caso de las demás causales de 

33  La Corte citó la Ponencia para primer debate, en donde se 	 hace explícita alusión a que las cuotas de género 
permitían a Colombia avanzar en el cumplimiento de los ODM pues empoderaban a la mujer. También en el segundo 
debate los parlamentarios hicieron referencia a que se planteaba una acción afirmativa y, finalmente, en el Cuarto 
Debate la Senadora Myriam Paredes se refiere a que la medida estaba encaminada a eliminar toda forma de discrimi-
nación contra la mujer (C-490 de 2011). 
34 Entre otras, se destaca el concepto No.5796 (2011), el cual dice: “el sistema colombiano de cuotas de género se 
limita a exigir un porcentaje mínimo de candidatos en representación de cada sexo”; y en la resolución 2527 (2014): 
“se pretende que las listas no se conformen con más del 70% de hombres o de mujeres”. 
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revocatoria de inscripción, también deses-
tima el estudio de fondo de las solicitudes 
basándose en argumentos procedimen-
tales. Esto es resultado de la falta de un 
procedimiento específico de revocatoria; 
supuestamente se utilizan los parámetros 
generales del CPACA pero, en últimas, la 
autoridad electoral no aplica, de manera 
uniforme, los términos de notificación, re-
cursos, recepción y requisitos de las prue-
bas, entre otros. Además, el CNE resuelve 
muchos temas relevantes sobre la cuota de 
género a través de conceptos, los cuales no 
son interpretaciones jurídicas vinculantes. 
Esto hace que exista incertidumbre sobre 
las reglas de aplicación de la cuota. 

En teoría, cuando se incumple la cuota de 
género, el procedimiento que debe usarse 
para revertir la situación es el de revoca-
toria de inscripción de candidaturas y para 
esto, existen cuatro casos: a) cuando el 
candidato está incurso en una inhabilidad 
(Const., 1991, arts. 108 y 265); b) cuando 
existe doble militancia (Ley 1475, 2011, 
art. 2); c) cuando se inscribe un candida-
to diferente al elegido en el acuerdo de 
coalición (Ley 1475, 2011, art. 29); y d) 
por otras causas constitucionales o legales 
que, de acuerdo con el CNE, incluyen el 
incumplimiento de la cuota de género en 
las listas en que la ley lo exige (Ley 147, 
2011, art. 28 ), la inscripción de un can-
didato diferente al que ganó en la consulta 
y la inscripción de un candidato que par-
ticipó en consultas de un partido político 
diferente al que otorgó el aval (Ley 1475, 
2011, arts. 7 y 32). 

Teniendo lo anterior en cuenta, es posible 
identificar, por lo menos, cinco escenarios 
en los que se incumple la cuota de géne-
ro y, en consecuencia, se activaría el pro-
cedimiento de revocatoria de inscripción 
de candidaturas. En primer lugar, cuando 
dentro del periodo legal de inscripción, el 
partido político, o el grupo significativo de 
ciudadanos, inscribe la lista con menos de 
un 30% de candidatos de alguno de los gé-
neros. Aunque el CNE ha establecido que 
la Registraduría no puede rechazar la ins-
cripción, pues las causales de rechazo son 
taxativas y se podría estar incurriendo en 
el delito de denegación de inscripción (Re-
solución 2465, 2015)35, en la práctica la 
RNEC ha sido un filtro para las listas que 
no cumplen el 30% de algún género.

Para las elecciones generales del 2018 la 
RNEC exigió que el software de inscripción 
de candidatos validara que las listas de candi-
datos cumplieran la cuota de género (RNEC 
y DISPROEL, Contrato 052, 2017). Sin em-
bargo, no queda claro si esta validación im-
pedía la inscripción o sólo generaba una aler-
ta a las organizaciones políticas y autoridades 
competentes. En todo caso, consideramos 
apropiado que en el momento de inscripción 
de las candidaturas ante la autoridad respec-
tiva (RNEC), ésta pueda realizar un primer 
filtro y alertar a la autoridad electoral com-
petente, el CNE, para que se puedan revocar 
listas que incumplan con la cuota. Con esto, 
se podría prevenir y reaccionar oportuna-
mente ante la vulneración de derechos polí-
ticos de las mujeres.

35  “Por lo mismo, la Registraduría no tiene competencia para rechazar la inscripción de listas que incumplan la cuota 
de género, estando obligadas a ello, aun cuando adviertan tal circunstancia al momento de la inscripción” (Ibíd.).
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En segundo lugar, existe incumplimien-
to de la cuota de género cuando habien-
do inscrito la lista con el 30% de uno de 
los géneros, las candidatas renuncian o no 
aceptan la candidatura modificando la cuo-
ta; esta tesis ha sido validada por la RNEC 
y el CNE. Por ejemplo, en la Resolución 
2465 de 2015, se reconoce que en las listas 
remitidas se incumplió dicha regla “como 
consecuencia entre otras de la falta de 
aceptación de la candidatura, por renuncia 
fuera del plazo establecido en el calenda-
rio electoral para tal fin (…)” (p.27).

Un tercer escenario se presenta cuando, 
habiendo inscrito la lista con la cuota co-
rrespondiente, la autoridad electoral re-
voca alguna candidatura por estar inhabi-
litada modificando el porcentaje del 30%. 
Esta regla fue aplicada por la Sección 
Quinta, del Consejo de Estado, la cual 
declaró nulo un acto de elección bajo el 
argumento de que “(…) si la revocación 
de una inscripción recae sobre alguno de 
los géneros con el cual se cumplió lo dis-
puesto en el artículo 28, debe entenderse 
que la norma se incumple pues, se reitera, 
la ley exige que la lista de la cual se van a 
elegir 5 o más curules para corporaciones 
de elección popular esté conformada por 
un mínimo del 30% de cualquiera de los 
géneros” (MP Moreno, Sentencia del 15 
de diciembre de 2016). 

Con todo, existe discusión dentro del 
CNE sobre las dos anteriores causales de 
incumplimiento. Por ejemplo, en la Re-
solución 19816 de 2015 se estableció que 
la obligación de la cuota de género única-
mente debía reflejarse en el momento de 
la inscripción de los candidatos; es decir, 

la cuota no se incumplía si posteriormente 
se inhabilitaban a candidatos. En otro caso, 
como en la resolución 01095 de 2014, la 
cuota se alteró en una lista a la Cámara 
pues dos de las candidatas renunciaron. 
El CNE concluyó que las renuncias de los 
candidatos ocurrieron poco antes del día 
de elecciones. Aunque esa situación le ge-
neró al partido la obligación de reempla-
zar en su totalidad dicha lista, en la prácti-
ca, por el corto tiempo para gestionar las 
modificaciones de inscripciones, le quedó 
casi imposible efectuarlo a cabalidad.

En estos casos, según el CNE, prevalecía el 
derecho sustancial de los partidos a inscri-
bir listas de candidatos, sobre las formas, 
es decir, sobre el cumplimiento de la cuota 
de género. Esto es altamente cuestionable 
pues el CNE está interpretando la cuota 
como un requisito meramente formal de 
la inscripción de listas y no como una me-
dida afirmativa que busca aumentar la par-
ticipación en política de las mujeres y sus 
derechos políticos.  

En cuarto lugar, existió un incumplimien-
to cuando se realizó una consulta popular 
al interior de la organización política y, 
al implementar dicho mecanismo, no se 
obedeció la cuota de género. Vale la pena 
recordar que, según el CNE, la cuota NO 
es obligatoria en los resultados de los me-
canismos de democracia interna, pero sí 
en su procedimiento. Por otra parte, la au-
toridad electoral no ha dejado claro si en 
el marco de las consultas internas o de los 
mecanismos alternativos de decisión (en-
cuestas, por ejemplo) es necesario satisfa-
cer la cuota de género. Esto por cuanto en 
dichos instrumentos el régimen aplicable 
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es el del reglamento interno de los par-
tidos políticos. Bajo esta interpretación 
restrictiva, las organizaciones políticas po-
drían fácilmente desconocer las cuotas.

Finalmente, el último escenario contem-
pla dos situaciones. La primera trata sobre 
la elección de circunscripciones especiales 
indígenas; sobre este aspecto, en la reso-
lución 2527 de 2014 el CNE se refirió a 
este tema, concluyendo que dado que en 
dichas circunscripciones se eligen menos 
de cinco (5) curules, el cumplimiento de 
la cuota no es obligatorio. Por otro lado, 
frente a las consultas para elección de di-
rectivas de partidos el CNE estableció que 
“con independencia de la clase de elección 
a llevarse a cabo, siempre y cuando la fi-
gura de la postulación comprenda la de-
signación de personas candidatas a ocupar 
un cargo o posición, habrá de observarse 
obligatoriamente el cumplimiento de la 
cuota de género, lo que incluye la elec-
ción de directivas al interior de los parti-
dos y movimientos políticos” (Resolución 
2103, 2015). En este sentido, la omisión 
del 30% de alguno de los géneros en este 
tipo de elecciones también representa un 
incumplimiento de la cuota.

Una de las conclusiones que nos brinda 
este apartado gira en torno al excesivo 
formalismo que ha caracterizado el con-
trol administrativo, en cabeza del CNE, al 
cumplimiento de la cuota de género. Este 
hecho puede ilustrarse a partir de los si-
guientes ejemplos.

El primero se relaciona con la tesis del 
CNE según la cual es necesario agotar los 
recursos internos de los partidos políticos 

antes de acercarse a la autoridad electoral 
para exigir el cumplimiento de la cuota. 
En las Resoluciones 3466 y 3467 de 2011, 
el CNE se negó a estudiar las solicitudes 
de fondo pues los ciudadanos no habían 
agotado todos los canales estatutarios pre-
vistos al interior del Partido. El primer 
caso es especialmente relevante, pues se 
trata de la queja de una mujer que conside-
ra vulnerados sus derechos políticos por el 
incumplimiento de la cuota. Ella presentó 
la denuncia ante el personero municipal, 
quien la remitió al CNE. Esto evidencia 
que existe, sobre todo a nivel local, un 
desconocimiento de los recursos con los 
que cuentan las mujeres para hacer exigi-
ble las cuotas. 

Estas decisiones resaltan la necesidad de 
debatir y dar respuesta a qué tipo de pre-
rrogativa nace con las cuotas de género: 
¿Se trata de un derecho civil, constitu-
cional o fundamental? ¿En realidad nace 
un derecho o es un mero procedimiento 
administrativo-electoral? La posición del 
CNE es excesivamente formal, en este 
caso, porque no considera la dimensión 
constitucional y legal de las cuotas de gé-
nero. Más aún, exige un requisito que no 
reclama en las demás causales de revocato-
ria de inscripción de candidatos.

El segundo ejemplo tiene que ver con la 
abstención, inhibición o “rechazo in limi-
ne” de las solicitudes, bajo el argumento 
del vencimiento de términos y otras cau-
sales similares. Para las elecciones locales 
del año 2011, el CNE expidió la Reso-
lución 921 de 2011 a través de la cual se 
regulaba el procedimiento de revocatoria 
de inscripción de candidaturas. Así, se es-
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tablecía que cualquier solicitud de revoca-
toria debía presentarse dentro de los cinco 
(5) días siguientes al cierre del término de 
modificaciones de inscripciones (Art.2). 
El CNE rechazó el estudio de fondo de 
múltiples denuncias de violación de la 
cuota de género (Resolución 1458; 1459; 
1460; 1461; 1462; 1463, 2011), aducien-
do que a los peticionarios se les había “ven-
cido los términos . También, se desestima-
ron casos argumentando 	que no había una 
relación precisa de los hechos en que se 
basaba la solicitud y tampoco se aportaban 
todas las pruebas documentales necesarias 
(Resolución 1169, 2011).

Esto resulta problemático pues, a través 
de argumentos excesivamente formales, 
el CNE niega la protección de un derecho 
político que es de índole constitucional. 
De esta forma, se viola el principio de 
prevalencia de la justicia material sobre 
las formas. Por otra parte, la propia au-
toridad electoral está desconociendo sus 
propias funciones ya que el artículo 265 
de la Constitución Política (1991), en sus 
numerales 4 y 6, establece que es deber 
del CNE revisar de oficio las etapas del 
proceso administrativo de elección y ve-
lar por el cumplimiento de las normas de 
partidos políticos. Más aún, el artículo 6 
de la Resolución 921 de 2011 preveía la 
posibilidad de que la revocatoria de la ins-
cripción se hiciera oficiosamente.

3.2.1.4. Decisiones relativas al cálculo 
de la cuota

El CNE ha establecido dos subreglas impor-
tantes sobre el cálculo de la cuota de género:

(i) Cuando el cálculo del 30% dé como 
resultado un número decimal, el por-
centaje mínimo de mujeres debe ser 
el número que se aproxima al entero 
siguiente y no al anterior (Resolución 
5591, 2011).

(ii) El criterio para determinar cuándo 
es aplicable la cuota de género depen-
de del número de curules a proveer y 
no del número de candidatos inscritos 
en la lista (Resolución 1094, 2014). Es 
decir, si en una circunscripción se van a 
elegir cinco (5) o más curules, el requi-
sito de la cuota se activa, incluso si el 
partido inscribe menos de cinco candi-
datos. De otra manera, el cumplimien-
to de la cuota dependería del arbitrio 
de los partidos políticos.

Es necesario mencionar un caso que se 
presentó ante el CNE sobre una lista que 
requería cuota de género pero sólo había 
presentado un (1) candidato (Resolución 
6059, 2015). La autoridad electoral con-
cluyó que la petición de revocatoria de la 
inscripción era improcedente pues ya se 
había adelantado la votación respecto de la 
lista que se cuestionaba por lo que no se 
estudió el tema de fondo.

3.2.1.5. Efectos del incumplimiento de 
la cuota de género

Las decisiones de la autoridad electoral so-
bre las cuotas de género han dejado algu-
nos aspectos fundamentales para analizar. 
El CNE ha sido muy laxo a la hora de san-
cionar el incumplimiento de la cuota. En 
el año 2011 se permitió la modificación de 
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las listas sin emitir ninguna sanción a quie-
nes incumplieron la cuota, argumentando 
que, aunque la misma era ineludible, “los 
partidos ya tenían diseñada una estrate-
gia política para inscribir sus candidatos. 
Debe permitírseles realizar las respectivas 
modificaciones” (Resolución 8337, 2011). 
En múltiples oportunidades se señaló que 
no permitir la modificación de las listas 
para cumplir la cuota de género consti-
tuiría un hecho que no brindaba plenas 
garantías al proceso electoral36, teniendo 
en cuenta que la Ley 1475 de 2011 estaba 
recién aprobada y que eran muchas listas. 
En la decisión 2465 de 2015, en la que 
se revisaron incumplimientos de la cuota 
por parte de todos los partidos políticos, 
el CNE nuevamente permitió la modifica-
ción de la lista sin que los partidos recibie-
ran algún tipo de sanción. 

Esta aproximación genera consecuencias 
negativas para el objetivo de inclusión que 
busca la cuota de género, pues los partidos 
no encuentran ningún incentivo o presión 
para cumplir con la medida. Lo anterior 
se ve reforzado por la interpretación que 
la autoridad electoral ha hecho sobre el 
tema sancionatorio. En Resolución 0751 
de 2015, el CNE se refirió específicamen-
te a las sanciones que son aplicables a los 
partidos o movimientos políticos que in-
cumplieran la cuota. En dicha decisión se 
concluyó que “es imposible adecuar típi-
camente la conducta pues el hecho de que 
la agrupación política no cumpliera con el 
requisito legal de integrar la respectiva lista 
con mínimo el 30% de uno de los géneros, 

no implica una falta del deber de verificar 
atributos subjetivos de los candidatos”.

La conclusión desconoce la cláusula ge-
neral de responsabilidad según la cual “los 
partidos y movimientos políticos deberán 
responder por toda violación o contraven-
ción a las normas que rigen su organiza-
ción, funcionamiento o financiación, así 
como por las conductas de sus directivos 
consideradas como faltas en el artículo 
10 de la presente ley” (Ley 1475, 2011, 
art.8); adicionalmente, podría sancio-
narse al partido bajo el sustento jurídico 
que indica que son faltas sancionables el 
“incumplir los deberes de diligencia en la 
aplicación de las disposiciones constitu-
cionales o legales que regulan la organiza-
ción, funcionamiento y/o financiación de 
los partidos y movimientos políticos” (art. 
10 No.1). Así, como hemos evidenciado 
anteriormente, el principio de equidad de 
género y el cumplimiento de la cuota hace 
parte de las disposiciones que regulan a las 
organizaciones políticas. En consecuencia, 
se establece un precedente negativo para 
los partidos pues el incumplimiento de 
la norma de cuotas de género no acarrea 
consecuencias. Como ha señalado insis-
tentemente la literatura sobre el tema, una 
medida de igualdad de género que no ge-
nere repercusiones ante su desobediencia, 
es mucho menos efectiva.

Por último, es importante mencionar que, 
de acuerdo a las decisiones del CNE, una 
vez ocurridas las elecciones no procede la 
revocatoria de inscripción de candidaturas 

36  Esto se destaca en las resoluciones 2055, 2066, 2067, 2078, 2079, 2080, 2081 y 2462, todas del año 2011.
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por violación de la cuota de género. En 
estos casos, debe acudirse directamente 
a la jurisdicción de lo contencioso admi-
nistrativo para que decida de fondo sobre 
la irregularidad (Resolución 4666, 2011; 
0011, 2012; 6304, 2015).

3.2.2.	 Control judicial de la cuota 
de género

El control judicial del cumplimiento de la 
cuota de género se ha hecho a través de dos 
vías: ante la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, en el marco de procesos de nu-
lidad electoral; y mediante el ejercicio de 
la acción constitucional de tutela. Para re-
colectar las decisiones judiciales, la Misión 
de Observación Electoral –MOE- se comu-
nicó con los tribunales administrativos del 
país. De la información reportada sólo siete 
(7) decisiones tenían que ver con el tema. 

Con tan poca documentación fue difícil 
establecer parámetros generales sobre 
cómo la justicia colombiana ha fallado 
los incumplimiento de la cuota de gé-
nero. Sin embargo, identificamos las si-
guientes subreglas:

(i) En tutela del 21 de octubre de 2011, 
el Tribunal Administrativo del Casana-
re decidió que la RNEC no vulnera el 
derecho al debido proceso de los par-
tidos cuando deniega la inscripción de 
una lista por violación de la cuota de 
género (M.P. Ángel, 21 de octubre de 

2011). Esta decisión contradice lo es-
tablecido por el CNE pues, como se 
advirtió en anteriores acápites, dicha 
autoridad considera que la RNEC NO 
tiene competencia para denegar la ins-
cripción por esa causal.

(ii) La tutela procede para decidir 
sobre las controversias relacionadas 
con el incumplimiento de la cuota 
cuando esperar los resultados de un 
proceso ordinario como la nulidad 
electoral pueda causar un perjuicio 
irremediable 37. 

En todo caso, la protección de la ac-
ción de tutela debe ser solicitada por 
la persona a quien se estén vulneran-
do o amenazando sus derechos fun-
damentales, bien sea por sí misma, a 
través de representante o por medio 
de un agente oficioso. En uno de los 
casos, la Corte Suprema de Justicia in-
dicó que “pese a que el accionante se-
ñala que su interés radica en que es un 
elector, lo cierto es que la actuación 
que reprocha al Partido Liberal no 
representa un perjuicio claro y cierto 
de sus derechos y garantías (...)” (MP 
López, Corte Suprema de Justicia, 20 
de octubre de 2015).

(iii)	El incumplimiento de la cuota de 
género en una lista genera la nulidad 
del acto de elección. Esta consecuencia 
se predica también cuando como resul-

37  En decisión 2011-0470-00 del Tribunal Administrativo de Boyacá (30 de septiembre de 2011) se argumentó que 
“en principio se puede acudir a la acción de nulidad electoral, pero encuentra la sala que a la espera de las resultas del 
proceso ordinario se consumaría un perjuicio ante la inminencia del proceso electoral que se llevará a cabo el próxi-
mo 30 de octubre, lo que tornaría ineficaz la orden que se pudiera impartir al resolver la acción ordinaria pertinente”.
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tado de declarar la inhabilidad de algún 
candidato se modifica la cuota de géne-
ro en la lista (MP Moreno, Consejo de 
Estado, 15 de diciembre de 2016). 

En efecto, para las elecciones locales 
de 2015 el Partido de la U inscribió 
una lista de 19 candidatos, de los cua-
les 6 eran mujeres, lo que representa 
un 31%. Sin embargo, la candidatu-
ra de una de las mujeres fue revoca-
da por el CNE, por estar inmersa en 
una inhabilidad. En primera instancia 
el Tribunal Administrativo del Cauca 
concluyó que “si bien inicialmente el 
Partido de Unidad Nacional – Parti-
do de la U había inscrito 6 mujeres, 
al haber incluido una que ostenta una 
inhabilidad, desconoció las normas 
que regulan la cuota de participación 
femenina, porque si se aceptara que se 
cumple el requisito, aunque se incluya 
una mujer que es inelegible como en 
este caso, por tener una inhabilidad, se 
desconoce el fin de la normatividad, 
que es darle participación efectiva a 
las mujeres en las corporaciones pú-
blicas, cometido que lógicamente no 
se puede cumplir con una mujer que 
tiene una inhabilidad y por ende, no 
podría ser válidamente elegida”. (MP 
Jaramillo, Tribunal Administrativo del 
Cauca, 5 de octubre de 2016).

Posteriormente, el Consejo de Estado 
reiteró esta decisión argumentando 
que “el Partido de la U sí estaba en la 
obligación de verificar si sus inscritos 
estaban inmersos en alguna inhabili-
dad, pues no puede excusarse en el 
principio de la buena fe para transferir 

su responsabilidad a los candidatos que 
avala y, con fundamento en ello, pre-
tender que cumplió con el porcentaje 
que en materia de género le exige la ley 
en materia electoral”.

Con todo, el Consejo de Estado deci-
dió de forma contradictoria en un caso 
en el que un partido presentó una lis-
ta en la que participaba una mujer que 
no cumplía con el requisito de tener 
25 años. Los demandantes argumenta-
ban que en la medida en que hubo una 
inscripción irregular, no se cumplió 
con la cuota de género. En este caso 
la justicia concluyó que la inscripción 
fue válida porque la edad mínima se re-
quiere a la fecha de la elección. Como 
no se materializó la elección, no hubo 
incumplimiento del requisito de edad. 
En consecuencia, la edad sólo tiene la 
posibilidad de estructurarse como cau-
sal de anulación en aquellos casos en 
los que el candidato haya sido elegido. 
Como la inscripción de la candidata no 
fue irregular, el partido inscribió la lis-
ta cumpliendo con la cuota de género.

(iv)	Frente a las consultas populares, 
la justicia ha repetido las subreglas es-
tablecidas por el CNE en el sentido 
de señalar que la cuota de género trae 
aparejada una excepción, esta es, que 
el resultado de las listas que se sometan 
a consulta es obligatorio para los par-
tidos. En este sentido, se tutelaron los 
derechos políticos de varios candidatos 
que fueron excluidos de una lista en 
aras de garantizar la cuota de género, 
desconociendo el proceso de consulta 
interna adelantada por su partido (MP 
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Bustos, Corte Suprema de Justica; MP 
Ortiz, Tribunal Administrativo de Bo-
yacá, 30 de septiembre de 2011).

(v)	 Cuando el CNE revoca una lista 
por incumplimiento de la cuota de gé-
nero, la simple modificación de la lista 
a través del formulario E-7 es suficien-
te para subsanar el error, es decir, no es 
necesario modificar la lista entera.

Este caso se originó porque el Parti-
do de la U inscribió 13 candidatos a 
la Asamblea del Magdalena y la lista 
cumplía la cuota de género. Sin em-
bargo, dos candidatas renunciaron, 
modificando el 30% de la cuota. El 

CNE revocó la lista y dio plazo hasta 
el 25 de septiembre de 2015 para re-
componerla. El Partido de la U sólo 
inscribió dos candidatas más, no al 
resto de candidatos. El Tribunal Admi-
nistrativo de Cartagena señaló que el 
espíritu del acto del CNE consistía en 
establecer una medida coercitiva a los 
partidos políticos que no cumplieran 
con la cuota de género contemplada 
en el Art. 28 de la Ley 1475 de 2011, 
por ello ordenó revocar la inscrip-
ción, pero de igual manera concedió 
un plazo para que los mismos ajusta-
ran las listas a la cuota de género, lo 
cual se podía hacer a través del E-7.





CONCLUSIONES 

4



40

Cuotas de Género y Justicia Electoral en Colombia

Vale la pena retomar las características del 
Sistema de Justicia Electoral (SJE) para la 
garantía efectiva de las cuotas de género, 
especialmente en relación con su sistema 
de resolución de conflictos electorales 
(SRCE), con el objetivo de brindar algu-
nas conclusiones sobre su presencia o au-
sencia en el SJE colombiano y presentar 
recomendaciones al respecto. 

Los SJE deben contar con mecanismos que 
aseguren un proceso electoral conforme a 
la ley y que protejan o restauren los dere-
chos electorales. En este sentido, los SRCE 
deben contener garantías procedimenta-
les que implican, al menos los siguientes 
puntos: i) claridad de los procedimien-
tos; ii) prohibición de discriminación; iii) 
sencillez en los requisitos procesales; iv) 
decisiones oportunas e irrevocables; y v) 
decisiones que reparen las infracciones y 
violaciones a la ley. Al analizar estos cinco 
principios en el SRCE dispuesto en Co-
lombia para el cumplimiento de la cuota 
de género, podemos identificar, en re-
lación con las medidas al interior de los 
partidos políticos38 que al no incluir en los 
estatutos como causal de impugnación el 
incumplimiento de la cuota, se genera fal-
ta de claridad del procedimiento y se nu-
bla la posibilidad de contar con garantías 
efectivas al interior de los partidos. 

En relación con la oferta estatal, es decir 
los mecanismos que se pueden activar ante 
órganos administrativos o judiciales, en-
contramos que: i) no existe procedimien-
to claro de revocatoria de inscripción de 

candidaturas -medio de control que aplica 
ante el CNE que permite la exigibilidad 
de la cuota de género a las listas a corpora-
ciones públicas-; ii) se presenta un choque 
de competencias entre la RNEC y el CNE, 
choque que -en principio- ha sido resuel-
to mediante conceptos del CNE, pero que 
por la naturaleza no vinculante de éstos, 
no brinda una verdadera estabilidad al me-
canismo de control; iii) para acudir ante 
el sistema judicial, se establecen requisi-
tos de procedibilidad injustificados, dado 
que estos solo se exigen frente al caso de 
impugnaciones por violación a la cuota de 
género y no en otras causales sin justifi-
cación alguna que explique dicha discri-
minación; iv) las decisiones del CNE son 
problemáticas en tanto:

a) Carecen de fuerza vinculante, espe-
cialmente en el caso de los conceptos.
b) No son irrevocables dado que pue-
den ser controvertidas ante la jurisdic-
ción contenciosa administrativa.
c) No han sancionado a los partidos por 
la violación de la cuota de género, ni 
mucho menos se han orientado en re-
parar a las afectadas por la misma.
d) El sistema no da cuenta de procesos 
oportunos. A pesar de poder de acudir 
a la acción de tutela para evitar un pre-
juicio irremediable, encontramos que 
su carácter de transitorio y excepcional 
contraria la garantía mínima de contar 
con mecanismos permanentes, por lo 
que no es la acción ideal que permita 
concluir que los mecanismos judiciales 
para exigir la cuota son oportunos. 

38  Las cuáles pueden ser consideradas como medidas preventivas y procedimientos no-estatales. 
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39  Los mecanismos del SJE colombiano se exponen en el apartado 3.1., sobre oferta institucional.

Sobre la relación que existe entre la jus-
ticia electoral y el acceso a la justicia de 
las mujeres, podemos ver que los obstá-
culos de acceso a la justicia, de este grupo 
poblacional, se replican en escenarios de 
justicia electoral. Por ejemplo, en relación 
con el poco uso que las mujeres hacen del 
sistema de justicia, se pudo evidenciar, en 
relación con la exigibilidad de la cuota de 
género, que las mujeres verdaderamente 
no han sido agentes activos que han he-
cho uso de los mecanismos del SJE; más 
bien, han sido la minoría (solo el 6% de 
los casos analizados ante el CNE fueron 
presentados por mujeres), a pesar de ser 
las destinatarias principales de la acción 
afirmativa. Por oposición, éstas han sido 
usadas más por los partidos en competen-
cia y parte del problema está en la falta de 
enfoque de derechos de las mujeres al que 
se le ha dado a la cuota de género. 

Algunos de los obstáculos, en la imple-
mentación adecuada de estos mecanismos, 
hacen referencia a la discriminación y es-
tereotipos de género al interior de los par-
tidos sobre las cuotas en las listas. Dicha 
lectura no ha sido combatida activamente 
por órganos del SJE como el CNE, el cual 
ha tratado el tema con un excesivo forma-
lismo en lugar de un análisis desde el prin-
cipio de prevalencia del derecho sustancial 
sobre las formas. Esta actitud de la autori-
dad electoral contribuye a la narrativa so-
bre las cuotas como un mero cumplimien-
to formal y protocolario de una norma, y 
no como una acción que busca avanzar en 
la participación política de las mujeres. 

En cuanto a la falta de socialización de 
los procedimientos se evidenciaron es-
cenarios de desinformación sobre cuáles 
son los medios o mecanismos existentes. 
Incluso, es posible afirmar que esta inves-
tigación contribuye a la publicidad de los 
mecanismos del SJE colombiano que pue-
den usarse39.  

En términos generales, podemos obser-
var que el SRCE colombiano no cumple 
cabalmente con las garantías mínimas. Los 
numerosos obstáculos que se presentan ter-
minan afectando la capacidad de las muje-
res de exigir la cuota de género. Al mismo 
tiempo, se ahonda en el estereotipo nocivo 
que existe sobre la cuota, según el cual las 
mujeres que son inscritas por los partidos 
son “mujeres relleno”. Adicionalmente, 
existe una impunidad ante la violación de la 
cuota por parte de los partidos políticos, lo 
cual no incentiva verdaderamente a los mis-
mos a cumplirla abogando por el espíritu 
de acción afirmativa en pro de la participa-
ción en política de un grupo históricamente 
discriminado y subrepresentado, como lo 
son las mujeres en Colombia. 
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Algunas recomendaciones al 
SJE colombiano 

Para hacer frente a algunas de las falencias 
evidenciadas en este texto sobre las garan-
tías mínimas del SJE, presentamos las si-
guientes recomendaciones.

Frente a las garantías estructurales 
(que se refieren a los instrumentos lega-
les del ORCE), consideramos importan-
te avanzar en dos puntos principales. En 
relación con las autoridades electorales 
(CNE y RNEC), es relevante considerar 
las diferentes críticas que se le han hecho a 
la institucionalidad electoral. En este sen-
tido, la Misión Electoral Especial (2017) 
precisó algunos de los problemas de la or-
ganización electoral sobre su falta de capa-
cidad técnica y territorial, así como de ca-
pacidad presupuestal, de la conformación 
partidista de la máxima autoridad (que 
puede afectar su autonomía e independen-
cia). Estas preocupaciones deben ser con-
sideradas para garantizar los principios de 
imparcialidad y autonomía que deben im-
perar en los organismos de resolución de 
conflictos electorales. Sobre la conforma-
ción de los miembros de las autoridades 
electorales es importante que se aplique el 
principio de equidad. En este tema, se ha 
propuesto que las instituciones implemen-
ten consistentemente un sistema de cuotas 
en sus organismos directivos y apliquen 
políticas de contratación y promoción de 
acción positiva para las mujeres  (Misión 
Electoral Especial, 2017, p. 119).

En relación con las garantías procedi-
mentales que buscan que la justicia elec-

toral sea accesible, efectiva y eficiente, es 
indispensable que exista claridad en rela-
ción con los procedimientos dispuestos 
para hacer exigible la cuota de género. Por 
este motivo, hacemos un llamado a la re-
gulación de la materia y al establecimiento 
de normas de competencia del CNE y la 
RNEC mediante disposiciones legales (que 
sean vinculantes y obligatorias). También, 
invitamos a reforzar la protección judicial 
que pueden ejercer los órganos judicia-
les, convirtiéndola en acciones oportunas 
e irrevocables; es decir, es necesario que 
estas acciones judiciales sean permanen-
tes y se puedan ejercer en tiempo, antes 
de que se dé el certamen electoral, para 
hacer cumplir la cuota de género y evitar 
un prejuicio a los derechos políticos de las 
mujeres o una protección tardía. Así mis-
mo, consideramos importante eliminar 
barreras de acceso en términos de condi-
ciones de procedibilidad para su activación 
y brindar mayor publicidad a las acciones. 
Por último, pero no menos importante, 
recomendamos a las autoridades electora-
les a hacer uso de sus facultades sanciona-
torias a los partidos políticos para generar 
mayores incentivos al interior de los mis-
mos y así cumplir con la ley de cuotas.  

Finalmente, este documento hace un lla-
mado al SJE a hacer parte del mencionado 
“activismo de los jueces electorales”. Tal 
y como se expuso anteriormente, en di-
ferentes países sus órganos judiciales han 
llenado vacíos y sancionado a las organiza-
ciones políticas que han incumplido con la 
cuota, lo cual no ha sido la regla general en 
Colombia. Al contrario, en el país se han 
presentado escenarios de incertidumbre e 
impunidad frente a la violación de dere-
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chos políticos de las mujeres representa-
dos en el cumplimiento de la ley de cuotas.

Esta recomendación se encamina especial-
mente al papel que el CNE ha cumplido 
hasta el momento. Dicha autoridad elec-
toral tuvo la oportunidad, en diferentes 
ocasiones, de contribuir a materializar los 
derechos políticos de las mujeres y a de-
construir estereotipos, brindando inter-
pretaciones, llenando vacíos y pronuncián-
dose sobre las implicaciones de fondo y los 
principios constitucionales que represen-
tan la ley de cuotas, así como sancionan-
do a los partidos políticos -destinatarios 

directos del cumplimiento de esta dispo-
sición, y por ende, los principales respon-
sables de la vulneración de derechos de 
las mujeres- que apoyen la efectividad de 
la misma. Esta oportunidad fue desapro-
vechada por el CNE, quien en cambio, 
adoptó una visión formalista de la cuota 
de género. Por esta razón, consideramos 
indispensable que el análisis a futuro de las 
autoridades del SJE sean verdaderas garan-
tes de la cuota de género y de los derechos 
políticos de las mujeres en Colombia. 
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